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Más que responder una a una las preguntas, vamos a procurar proporcionar un análisis general sobre los rasgos básicos del sistema tributario nicaragüense, y en qué medida estas características permiten o no al Estado contar con los recursos indispensables para asegurar una serie de derechos fundamentales que deben ser accesibles a todos y todas las nicaragüenses, con niveles homogéneos de calidad, en virtud del principio de ciudadanía.

Desde nuestro punto de vista, los principios más importantes de justicia tributaria, son el principio de generalidad, que establece que todas las personas que estén en capacidad de hacerlo, deben aportar al financiamiento de los bienes colectivos que provee el Estado, a través del sistema tributario, lo que implica que deben existir el mínimo posible de exenciones y privilegios tributarios.

En Nicaragua este principio fundamental es violado de manera abierta, porque el sistema tributario contempla un número muy grande de exenciones y privilegios tributarios – el país tiene el mayor número de exenciones en América Latina – que dejan fuera del alcance de la tributación a sectores enteros de la economía, con frecuencia aquellos en que predominan las empresas más grandes y rentables.

Para compensar la enorme pérdida de recaudación que originan estos tratamientos tributarios privilegiados, la carga fiscal debe recaer con más fuerza todavía sobre los sectores de la sociedad que no gozan de dichos privilegios ni tienen la capacidad de evadirla: los asalariados, los consumidores, las pequeñas y medianas empresas y las empresas del sector formal que no gozan de exenciones. Esto da origen a una profunda desigualdad en la recaudación.

Esto tiene otra implicación: mientras los sectores que disfrutan de estos regímenes tributarios preferenciales no aporten a la recaudación en pie de igualdad con los demás, es decir mientras no se reduzcan a un mínimo las enormes pérdidas de recaudación a que dan lugar, el Estado no podrá contar con los recursos indispensables para estar en capacidad de proveer estos servicios fundamentales con vocación de cobertura universal y con niveles homogéneos de calidad.

El otro gran principio básico de justicia tributaria es el de progresividad, que establece que los sectores con mayor capacidad contributiva deben hacer un aporte relativo mayor que el que hacen los sectores con menores recursos económicos. Esto significa que el sistema tributario debe jugar un papel redistributivo.

En el caso del impuesto sobre la renta sobre las personas físicas, que por definición debe jugar este papel, existe un tratamiento privilegiado para las rentas del capital – especialmente dividendos y rentas de las inversiones financieras, que constituyen las principales fuentes de renta de los segmentos de mayor ingreso de nuestra sociedad – por cuanto se establece para ellas una carga tributaria de apenas el 5%.

Mientras tanto, los asalariados son sometidos a una escala de tasas marginales altamente progresivas, que puede hacer que terminen pagando hasta el 20% de sus ingresos como impuestos.

Igualmente, mientras los segmentos de mayores ingresos no sean sometidos al principio de progresividad, igual que las personas físicas asalariadas, y sus rentas continúen sometidas a dicho tratamiento privilegiado, el Estado tampoco podrá contar con los recursos indispensables para proporcionar acceso a los mencionados derechos fundamentales.

Una razón por la cual persiste este diseño del sistema tributario, es que la política tributaria, lejos de ser resultado de un proceso participativo y transparente de construcción de consensos, se discute exclusivamente, a puerta cerrada, con los grandes grupos empresariales.

La relación entre los ingresos tributarios y el PIB de Nicaragua es del 15% del PIB. Al valorar dicha carga tributaria, debemos concordar con el criterio emitido por el señor Rodrigo de Rato, cuando visito América Latina hace algunos años ya en su calidad de Director Gerente del FMI.

El señor De Rato dijo, refiriéndose a la carga tributaria promedio de América Latina: ¨con una carga tributaria de este tamaño, no es posible hacer política social, ni política de desarrollo, ni nada¨.


